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Los hechos más saltantes del mes de mayo  fueron: 
En Bolivia, se intensificaron las movilizaciones sociales  en reclamo por la falta de respuesta, o respuestas insatisfactorias, del gobierno a las demandas de diversos sectores. Por otro lado el alto mando policial se vio involucrado en un escándalo público en relación al ingreso de postulantes a la Academia Nacional de Policías. En Colombia, mientras el Congreso se preparaba para aprobar un proyecto de ley creando el marco jurídico para un eventual proceso de paz en Colombia, en Bogotá explotó una bomba en contra de uno de los principales críticos de este proceso e ideólogo de la derecha uribista. En Ecuador, lo más saltante fue la presentación en la Evaluación Periódica Universal – EPU–  de Derechos Humanos en Ginebra; el diálogo entre el Presidente y los asambleístas de Alianza a País; la adhesión a la CONVEMAR; el aprestamiento de candidatos presidenciales y el anuncio de indicios de masivo sobre endeudamiento para consumo privado.En Perú, como consecuencia del fracaso del operativo policial-militar contra el autodenominado Partido Militarizado Comunista del Perú banda armada que secuestró a 32 trabajadores vinculados al proyecto de gas de Camisea, los ministros del Interior y de Defensa renunciaron. Asimismo, los conflictos sociales relacionados con la minería siguen siendo el centro de la atención. Por otro lado se han iniciado las negociaciones políticas en torno a la elección, en julio próximo, de la mesa directiva del Congreso de la República.


BOLIVIA
Es muy difícil establecer si la conflictividad, en Bolivia, es un producto de las demandas sociales y la incapacidad del Estado para resolverlas o forma parte consustancial de las estrategias políticas 
Como ya se preveía en abril, el mes de mayo estuvo marcado por una intensificación de las movilizaciones sociales  en reclamo por la falta de respuesta, o respuestas insatisfactorias, del gobierno a las demandas de diversos sectores. Las marchas y bloqueos de vías públicas (incluidas carreteras interdepartamentales) pasaron a formar parte de la vida cotidiana de la población en varias ciudades  y fueron adquiriendo cada vez mayor beligerancia provocando, a su vez,  acciones igualmente violentas de represión policial.
Estos hechos ponen en relieve, por una parte,  una percepción ciudadana crítica  de la gestión gubernamental y, por otra,  la tendencia hacia una mayor corporativización de las luchas sociales, situación que configura un escenario cada vez más conflictivo, dados algunos factores que lo alimentan, tales como:
· La VIII marcha indígena de la Central de Pueblos Indígenas del Oriente Boliviano (CIDOB)[footnoteRef:1]  y las acciones asumidas por las organizaciones afines al gobierno contra ella. [1:  Ver Coyuntura Andina  abril 2012] 

· Las demandas salariales de diversos sectores agrupados en la Central Obrera Boliviana (COB) que aún se encuentran en fase de negociación.
· La demanda de incremento de tarifas así como el rechazo a disposiciones regulatorias del transporte público. 
· Los recurrentes enfrentamientos protagonizados entre  comunidades  indígenas  en torno a la explotación de oro y plata  en una región del Departamento de Potosí,  que han llevado al Gobernador de ese Departamento a pedir la militarización de la zona[footnoteRef:2]. [2:  aldia@paginasiete.bo	19.05.12,  Pag. 39] 

· La previsible quiebra de la empresa aérea AeroSur que dejarían sin empleo a algo más de 1.500 familias[footnoteRef:3]. [3:  www.eltelegrafo.com  22/5/12] 

· El posible cierre de  las operaciones de la empresa india JINDAL en los yacimientos de hierro del Mutún, una de las reservas mundiales más importantes de ese mineral[footnoteRef:4].  [4:  Las relaciones entre la empresa india “Jindal Steel and Power Limited” y el Estado boliviano atraviesan su peor momento y hay varios anuncios extraoficiales de rompimiento de relaciones. En julio de 2007, la subsidiaria del grupo minero indio “Jindal Steel Bolivia” y la estatal boliviana “Empresa Siderúrgica del Mutún” suscribieron un contrato de riesgo compartido para explotar el yacimiento de hierro de la zona del Mutún,  ubicada en el oriente boliviano, región fronteriza con Brasil. Se trataría del yacimiento de hierro más grande del mundo con reservas de más de 42 millones de toneladas. En el convenio suscrito, Jindal se comprometió a invertir más de 2,100 millones de dólares hasta el 2015 para la construcción de un complejo siderúrgico en esa localidad, pero de acuerdo al gobierno boliviano la empresa india no cumplió con el plan de inversiones. Por esa razón, en abril de 2010, el Estado boliviano ejecutó una primera boleta de garantía presentada por Jindal por 18 millones de dólares. Como respuesta, Jindal presentó en ese entonces una demanda arbitral ante la Corte Internacional en París, cuya resolución aún no se ha producido. Posteriormente, el 4 de mayo pasado, el gobierno ejecutó una segunda boleta de garantía por similar monto y la empresa india anunció una nueva demanda arbitral en París y trascendió que iniciaría el cierre de sus operaciones en Bolivia por considerar que no existen condiciones mínimas de inversión en el país. Mientras tanto, los habitantes de la zona del Mutún que desde hace 40 años tienen la esperanza de que el proyecto genere desarrollo en la región, organizaron un paro indefinido pidiendo al gobierno la explotación del yacimiento. El gobierno indica que hay más de cinco empresas interesadas y que sólo queda liquidar la relación con Jindal para suscribir contrato con un nuevo socio.

] 

Lo que llama la atención es la  ausencia de una estrategia clara y de mecanismos adecuados de prevención/gestión/transformación de los conflictos por parte del gobierno, que parece totalmente convencido de que todos ellos tienen un origen común en las maquinaciones desestabilizadoras de la oposición. 
Sin embargo, hay quienes sostienen que el gobierno, al final de cuentas, no tiene demasiado interés en resolver los conflictos porque, supuestamente,  su persistencia le permitiría mantener en estado de apronte a su base social, condición sine-qua-non para sostener un proyecto político hegemónico, más aún en vista de las elecciones generales que deben realizarse en diciembre de 2014. Para animar aún más el ambiente político, se han producido algunos hechos que ponen en evidencia desajustes considerables, si no pérdida de control, en el aparato estatal, siendo el de la Policía el caso más significativo. En efecto, el alto mando policial se ha visto involucrado en un escándalo público en relación al ingreso de postulantes a la Academia Nacional de Policías sin que hubieran cumplido los requisitos establecidos, al parecer producto de tráfico de influencias  y pago de sobornos, conforme lo  denunció la Ministra de Transparencia.  
El caso ha provocado la destitución del Comandante General, que había sido nombrado apenas 3 meses antes. Sin embargo, la designación del nuevo Comandante ha sido abiertamente criticada por miembros de la propia institución que sostienen que ese oficial no cumple una de las condiciones indispensables para ascender a tal cargo, el ser egresado de la Academia Nacional de Policías[footnoteRef:5]. La “cereza sobre la torta” la constituyen las declaraciones del Viceministro de Seguridad Ciudadana, ex Comandante General de la Policía, que ha denunciado la existencia de “mafias”  dentro de la institución que tiene bajo su responsabilidad la seguridad ciudadana[footnoteRef:6]. [5:  seguridad@paginasiete.bo	22.05.12	pag. 6]  [6:  seguridad@paginasiete.bo	14.05.12	pag. 7] 

Otro caso, de “espionaje gubernamental” contra miembros de la oposición, ha tenido un fuerte impacto mediático y seguramente dejará huellas en la percepción ciudadana respecto del desempeño del gobierno. Se trata de la divulgación, hecha por el Ministro de Gobierno, de una grabación de conversaciones sostenidas por la Diputada Marcela Revollo del Movimiento Sin Miedo (MSM), exaliado del MAS, con un dirigente de la CIDOB y en la que parece evidenciarse un apoyo financiero de la organización política a la VII marcha indígena. Más allá del debate sobre la legitimidad o no de ese apoyo, ha quedado sobre el tapete el tema del respeto (o violación) a la Constitución Política del Estado que establece  que: “toda persona tiene derecho…al secreto de sus comunicaciones privadas en todas sus formas, salvo autorización judicial” (Art. 25). El MSM ha planteado una querella penal contra el Ministro de Gobierno por  el delito de violación a la Constitución[footnoteRef:7]. El Ministro de Gobierno, a su vez, ha demandado a la diputada Revollo por los delitos de “sedición e instigación pública a delinquir”[footnoteRef:8]. [7:  nacional@paginasiete.bo	10.05.12	pag. 3]  [8:  nacional@la-razon.com		14.05.12	pag. A5] 

La dura batalla de opinión que se ha desatado en torno a este incidente, es un elocuente indicador de cómo se va configurando el escenario político al calor de las estrategias que ya parecen  desplegadas con miras a las elecciones de diciembre de 2014 en el que se puede prever una encarnizada lucha por captar el caudal cada vez más importante de electores que, si bien se muestran muy  críticos hacia el gobierno,  no parecen seducidos por la oposición. 
La temprana proclamación de Evo Morales a la reelección en 2014 y las iniciativas adoptadas por algunas fuerzas de oposición para constituir un “Frente Único” no dejan lugar a dudas de que todos los temas de la agenda nacional estarán cada vez más contaminados por la batalla electoral que parece haber arrancado muy temprano.

COLOMBIA
Mientras el Congreso se preparaba para aprobar un proyecto de ley creando el marco jurídico para un eventual proceso de paz en Colombia, en Bogotá explotaba una bomba en contra de uno de los principales críticos de este proceso e ideólogo de la derecha uribista. A pesar de que aún se desconoce el autor y los objetivos del atentado, este hecho ha fortalecido al uribismo como fuerza política y, paralelamente, ha debilitado la ya de por sí imagen desfavorable del presidente Santos en materia de seguridad, hecho fundamental de frente a las elecciones presidenciales de 2014. 

Bomba, atentado y rumores de Golpe de Estado: se enrarece el panorama político colombiano   
Después de varios años, los grupos armados ilegales han vuelto a atacar la capital de Colombia. En esta ocasión, un explosivo en una de las principales vías de Bogotá dejó a tres personas muertas y varias decenas de heridos. Entre estos últimos se encontraba Fernando Londoño Hoyos, objetivo del atentado y una de las personalidades políticas más cercanas al expresidente Álvaro Uribe, de quien incluso fue su Ministro de Interior y de Justicia. 
Siendo Londoño uno de los más visibles y radicales líderes de opinión de la derecha colombiana, y habiendo sido declarado objetivo militar por la guerrilla de las FARC, las primeras hipótesis señalaron a este grupo como autor del atentado. Aunque esta posibilidad no ha sido descartada, una serie de atenuantes hacen dudar de esta teoría y amplían el espectro de sospechosos. Así, no ha pasado desapercibido el hecho de que el mismo día del atentado el Congreso votó un proyecto de ley creando el marco normativo para los procesos de paz en el país, iniciativa que ha sido identificada como primer paso para una eventual negociación con las FARC y que hasta el momento ha tenido el visto bueno del Gobierno Nacional, las mayorías parlamentarias y la misma guerrilla (ver informe Enero 2012). En ese sentido, resulta poco lógico pensar que las FARC torpedearían tal posibilidad. 
No obstante, no se puede olvidar que esta guerrilla no se ha caracterizado por su coherencia discursiva. Para no ir más lejos, a pesar de que hace tan solo tres meses anunciaron el fin del secuestro (ver informe febrero 2012), desde el pasado 28 de abril tienen en su poder a Roméo Langlois, periodista francés que acompañaba al Ejercito en una misión –se tiene prevista su liberación para el 30 de mayo-. 
En todo caso, no puede descartarse que el atentado fuera un intento de los grupos ilegales de extrema derecha por deslegitimar la gestión del actual Gobierno en materia de seguridad y, en consecuencia, poner a la opinión pública en contra del mencionado proyecto de ley por la paz, entorpecer los procesos de restitución de tierras y reparación a víctimas liderados por el presidente Juan Manuel Santos, y generar un escenario propicio para el eventual regreso al poder del expresidente Álvaro Uribe. Así, se habría atentando contra Londoño como una estrategia para desviar la atención de las autoridades y centrar todas las sospechas en las FARC. 
También es necesario considerar la posibilidad de que el atentado proviniera de las llamadas bandas criminales emergentes –BACRIM–, remanentes de las desmovilizaciones paramilitares de 2004 (ver informe enero 2012). Estas estarían interesadas en cobrar venganza por lo que consideran el incumplimiento del Gobierno Uribe de los pactos acordados en el proceso de desmovilización ya mencionado, al ser varias de sus cabecillas extraditadas a Estados Unidos. Esta última hipótesis cobra fuerza teniendo en cuenta que Londoño fue el Ministro encargado de este proceso, y que desde finales de 2011 las autoridades conocen de las intenciones de varias de estos grupos por montar su estructura en Bogotá. 
Independientemente de los autores del atentando y de sus intenciones, lo cierto es que el uribismo salió fortalecido al ver reivindicado, por lo menos parcialmente, uno de sus principales argumentos: el detrimento de la seguridad bajo la administración Santos. A pesar de los esfuerzos del Gobierno por desmentir esta afirmación, recordando que mientras Uribe estuvo en el poder también se presentaron actos de terrorismo en las grandes ciudades, lo cierto es que Santos está perdiendo el apoyo ciudadano. De hecho, la última encuesta realizada le da tan solo un 51% de aprobación en materia de seguridad, aunque esta se realizó semana antes de la explosión. Es de esperarse que en la próxima medición esta cifra baje considerablemente, fortaleciendo al uribismo como opción política para el 2014. En ese sentido, cada vez parece tomar más fuerza la posibilidad de que el actual vicepresidente, Angelino Garzón, sea la apuesta de Uribe para los próximos comicios presidenciales. Al fin y al cabo para nadie es un secreto que Garzón es más cercano al expresidente que al actual mandatario, y ahora que perdió la posibilidad de ser Secretario General de la Organización Internacional del Trabajo, es probable que se concentre en tantear la viabilidad de su candidatura. 
De lo que sí hay claridad es de la completa ruptura entre Santos y Uribe, convirtiéndose este último en el más visible opositor del Gobierno. Como respuesta, desde la Casa de Nariño se ha cambiado de estrategia, pasando de la diplomacia y la indiferencia que prevaleció hasta hace un par de meses, a las criticas y respuestas frontales de las últimas semanas. Esta postura, aunque efectiva en un primer momento, posiblemente resulte contraproducente para la imagen del Presidente, dado que en diferentes sectores está tomando fuerza la idea de que se está fraguando un complot para eliminar al uribismo como fuerza política. Esa idea, que sonaba descabellada en un inicio, ha ganado credibilidad no solo a raíz del atentado contra Londoño, sino como respuesta al reciente anuncio hecho por la Policía argentina según el cual se encontró un explosivo de bajo poder en un auditorio de la ciudad de Buenos Aires en el que el expresidente Uribe tenía previsto dar un discurso.   
El panorama se complica aún más para Santos en la medida en que está perdiendo el apoyo de los militares. Así por lo menos se deduce del intercambio de correos electrónicos conocido recientemente entre militares en retiro, en los que se critica la gestión del presidente y se especula con la posibilidad de “removerlo de su cargo, encargar un gobierno provisional y convocar a elecciones en un tiempo no mayor a 6 meses”. Si bien la viabilidad de un golpe de estado en Colombia es mínima, dada la tradición de civilidad del país y el poco apoyo que tendría en los altos mandos militares, no es menos cierto que este tipo de comentarios, en un país en el que las fuerzas militares son las instituciones con mayor legitimidad ciudadana, pueden tener serias implicaciones en la imagen de Santos.   
¿Víctima o victimario? Con caso de exsecuestrado el Fiscal se juega su prestigio   
A mediados de mayo, el nuevo Fiscal General de la Nación (ver informe marzo 2012) hizo un anuncio que estremeció a la opinión pública: se dictaba orden de captura preventiva contra el exdiputado departamental Sigifrido López por su presunta participación en el secuestro de once de sus colegas en 2002, quienes permanecieron en poder de las FARC por 5 años hasta que fueron asesinados. El hecho de que hasta entonces se creyera que López era uno más de los secuestrados, y que desde todos los sectores del país se hubiera celebrado su regreso a la libertad hace 3 años, generó sorpresa e indignación. 
Para hacer tal acusación, la Fiscalía se basó en un video incautado a la guerrilla, en el que un personaje con una voz similar a la de López planea el secuestro. Si bien a lo largo de la cinta no se puede ver su rostro, en un pequeño instante se observa parte de su nariz y su mentón, las cuales, de acuerdo con las autoridades, coincidirían con las del exdiputado. Sin embargo, con el paso del tiempo esta teoría ha venido perdiendo credibilidad por cuenta de los testimonios de guerrilleros presos y por las conclusiones de diversos expertos que revisaron las pruebas.  
En ese sentido, a medida que el caso parece desmoronarse, la credibilidad del Fiscal está quedando en entredicho, y desde ya se especula con su posible renuncia en el caso de que se corrobore la inocencia de López.   
ECUADOR
En este mes los acontecimientos más relevantes han sido: la presentación ecuatoriana en la Evaluación Periódica Universal – EPU–  de Derechos Humanos en Ginebra;  las repercusiones de la caída de una avioneta mexicana con un millonario cargamento de dólares; el diálogo entre el Presidente y los asambleístas de Alianza a País; la adhesión de Ecuador a la CONVEMAR; el aprestamiento de candidatos presidenciales; y el anuncio de indicios de masivo sobre endeudamiento para consumo privado.
Evaluación Periódica Universal –EPU-  de Derechos Humanos en Ginebra
La penúltima semana de mayo el vicepresidente, el Canciller, el Secretario Nacional de Planificación, la Ministra de Justicia y el Secretario de Comunicaciones, presidieron la delegación ecuatoriana que en Ginebra expuso la posición del Ecuador en el marco de la EPU de Derechos Humanos. El alto nivel y la amplitud de la delegación señaló la importancia que el gobierno asignó a esta presentación que fue previamente expuesta en ambientes académicos e institucionales y en la propia Cancillería ante el cuerpo diplomático y representaciones sociales. La posición del gobierno, orientada a mostrar los avances que en el campo de la defensa de los derechos humanos acarrean las políticas gubernamentales de incremento de la inversión social, subvenciones a los sectores más vulnerables, ampliación en la cobertura de la seguridad social, la educación así como una caída en el desempleo y un aumento de las remuneraciones básica y promedio, así como el respeto de las libertades individuales y colectivas, fueron los puntos salientes de la exposición ecuatoriana que de acuerdo a la prensa tuvo respuestas fundamentalmente positivas de los países de la región, así como decenas de observaciones por parte de otros países.
Mientras los países de la región, con excepción de Costa Rica, expresaron en general felicitaciones  al Ecuador por sus logros en los ámbitos sociales e institucionales; países del norte del continente y europeos señalaron deficiencias y elementos de preocupación particularmente en relación a las posibles afectaciones a la libertad de prensa, a intervenciones en la justicia e incluso a “intentos de control y suspensión de las organizaciones no gubernamentales (ONG) que trabajan en Ecuador” como señaló España que habría solicitado “que no se apliquen los decretos ejecutivos 982 y 812 que limitan la labor de estas organizaciones que son financiadas con recursos del exterior.”[footnoteRef:9] Por su parte Finlandia habría felicitado al Ecuador por “los pasos para proteger los derechos de los niños en Ecuador y pidió adoptar medidas para que tengan acceso al registro civil.” Australia por su parte “celebró el trabajo de Ecuador a favor de los refugiados y recomendó que proteja la libertad de expresión y la labor de los periodistas”, mientras Bélgica habría recomendado que Ecuador “derogue la legislación penal que criminaliza la expresión de los ciudadanos y que espera que Ecuador invite a la Relatoría de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.”[footnoteRef:10] Estados Unidos, que mereció una respuesta especifica de parte del Canciller Patiño, señaló “… que estaba preocupado por la independencia de la Función Judicial y la situación de la libertad de expresión.”[footnoteRef:11] [9:  www.eluniverso.com, 23/5/12]  [10:  idem]  [11:  www.eltelegrafo.com, 23/5/12] 

Luego de la presentación el gobierno mostró su satisfacción por el amplio apoyo recibido y la oposición a oposición reaccionó por las observaciones que se hicieron en particular en relación a la libertad de prensa.
Accidente de una avioneta con millonario cargamento de dólares
El 13 de mayo una avioneta procedente de México se desplomó en las inmediaciones de Pedernales provincia de Manabí, área en la que a los pocos días fue descubierto un  laboratorio para el procesamiento de droga, al cual aparentemente estaban destinados el millón trescientos mil dólares americanos encontrados en la avioneta. 
Sobre esos hechos, mientras voces críticas  particularmente del asambleísta de oposición Galo Lara del Partido Sociedad Patriótica y de Mario Pazmiño exjefe de Inteligencia Militar señalaron que no habría compatibilidad entre la tecnología de los radares chinos y el de las naves Tucano y los radares de Aviación Civil , y que “no se estarían investigando las supuestas irregularidades en el cumplimiento del contrato de los radares…”[footnoteRef:12], el presidente Rafael Correa expresó dura condena a dichas acusaciones en ocasión de su discurso en la conmemoración de la batalla de Pichincha, en la que afirmó, "No porque una avioneta evada radares y controles en nuestro país quiere decir que no hay trabajo de defensa. Eso puede pasar en todas partes".[footnoteRef:13]  [12:  www.hoy.com.ec 24/5/12]  [13:  idem] 

Diálogo entre el Presidente y los asambleístas de Alianza a País, y adhesión de Ecuador a la CONVEMAR
Luego de que en abril se diera un  intercambio de cartas de contenido crítico entre el Presidente de la Republica y el de la Asamblea Nacional y otros elementos que apuntaban a cierta falta de coordinación en las relaciones entre asambleístas de Alianza País y la Función Ejecutiva, 53 parlamentarios oficialistas, se reunieron con el Presidente de la República cita “que se repetirá, de ahora en adelante, cada dos meses.” En el encuentro se priorizaron las normas a debatirse en el pleno tales como La Ley de medios, la Ley de los  Consejos de Igualdad , el Código  Penal  y las  leyes de Cultura, Agua y Tierra.[footnoteRef:14] [14:  www.eltelegrafo.com.  22/5/12] 

Adicionalmente, la Asamblea Nacional aprobó por amplia mayoría la adhesión del Ecuador a la Convención sobre los derechos del Mar CONVEMAR, a la cual adhieren 172 países en el mundo.
Candidaturas  presidenciales e inscripción de organizaciones políticas
“Diálogo por un Ecuador posible” evento auspiciado por la Cámara de Comercio de Quito y a la cual asistieron siete líderes de diferentes corrientes de la oposición: Betty Amores (Independiente) César Montufar (Concertación Nacional), Andrés Páez (Izquierda Democrática), Luis Fernando Torres (Partido Social Cristiano), Carlos Vera (Independiente), Martha Roldós (RED) y Lucio Gutiérrez (Sociedad Patriótica), y de la cual  se excusaron Guillermo Lasso (CREO), Paco Moncayo (Alianza Libertad), Lourdes Tibán (Pachakutik) y Galo Mora (Alianza País), fue, para analistas y medios maá que una oportunidad de expresar conceptos, un encuentro para expresar críticas al gobierno y buscar las formas de impedir la victoria electoral de Rafael Correa. 
Uno de los ausentes, el empresario y múltiples veces candidato a la Presidencia Álvaro Noboa, que el mes pasado anunció que será candidato por quinta vez a la Presidencia de la Republica y que dos  semanas después  convoco a su partido PRIAN para anunciar que “Mi revolución, que se inicia hoy, hará que todos los ecuatorianos sean ciudadanos ricos, de clase media, de un nivel como el que existe en los países exitosos y desarrollados”[footnoteRef:15]. [15:  www.eltelegrafo.com 27/5/12] 

A poco más de dos meses de que concluya la fecha para que los partidos y movimientos políticos puedan presentar su solicitud con las firmas de respaldo para su inscripción o reinscripción ante el Consejo Nacional Electoral (CNE), se informa que “102 organizaciones aún no están acreditadas para participar en las elecciones del 17 de febrero del 2013[footnoteRef:16]: 19 partidos políticos a nivel nacional; de ellos cuatro ya han presentado las firmas y se encuentran en el proceso de validación: (Partido Social Cristiano, Renovador Institucional Acción Nacional, Socialista Frente Amplio y Avanza), los 15 restantes solo han solicitado las claves y deberán presentar sus afiliaciones hasta el 18 de julio fecha en que vence el plazo. De los 52 movimientos nacionales 5 han presentado firmas: Concertación, Equipo (del hermano mayor del presidente Rafael Correa) y Ruptura, pero ellos no completaron las firmas por lo que sus registros aún no se emiten hasta que completen las faltantes. Los movimientos Municipalista y El Nacional, Libertad, Justicia y Democracia están a la espera de que se realice el conteo de los adherentes para saber si aprueban o no. Mientras que otros 32 movimientos solo han pedido las claves y 15 todavía no realizan el trámite para solicitarla. Los datos del CNE también registran a seis movimientos en el exterior, de ellos cuatro han pedido claves y están recolectando las firmas y dos aún no efectúan su solicitud. De los 25 movimientos provinciales 19 han presentado las firmas y están a la espera de que sean validadas; los otros seis solo han solicitado la clave para acceder a los formularios de recolección del 1,5% (del padrón electoral) de firmas que les permita su registro jurisdiccional.”[footnoteRef:17]  [16:  www.eluniverso.com 12/5/12]  [17:  idem] 

En ese contexto y mientras se informa que se presentarían solicitudes para modificar la disposición que impide a un ciudadano adscribirse a más de una organización política en el sentido de poder hacerlo a una de carácter nacional y a una de carácter provincial, Paúl Salazar, vicepresidente del CNE, indicó que “pasado el 18 de julio, el organismo tendrá un mes para revisar las firmas y la documentación presentadas por las organizaciones políticas, porque el 18 de agosto se deberá tener depurada la lista de los partidos y movimientos políticos nacionales y provinciales y del exterior que estén habilitados para participar en los comicios del 2013.”[footnoteRef:18] [18:  idem] 

Anuncio de indicios sobre endeudamiento en las familias ecuatorianas 
En su último informe sabatino del mes de mayo, el Presidente de la República, anunció que la Junta Bancaria  emitirá una resolución "para que los bancos sean mucho más estrictos" al analizar los préstamos y "dar los cupos de tarjeta de crédito". Según el mandatario, existe un fenómeno de sobre endeudamiento que ocurre por un exceso de liquidez de la banca y un aumento de casi el doble del ingreso promedio de los ecuatorianos durante su Gobierno, que comenzó en 2007. "Consideramos que en el sistema, el 41% de las familias tiene sobreendeudamiento, es decir, unas 400 mil familias. Esto puede generar graves problemas para la economía en general", subrayó.[footnoteRef:19]  [19:  www.hoy.com.ec 27/5/12] 


PERÜ
Como consecuencia del fracaso del operativo policial-militar contra el autodenominado Partido Militarizado Comunista del Perú banda armada que secuestró a 32 trabajadores vinculados al proyecto de gas de Camisea, los ministros del Interior y de Defensa renunciaron. Asimismo, los conflictos sociales relacionados con la minería siguen siendo el centro de la atención. Por otro lado se han iniciado las negociaciones políticas en torno a la elección, en julio próximo, de la mesa directiva del Congreso de la República.
Cambio de ministros de Defensa y de Interior
Como consecuencia del fracaso del operativo policial-militar contra el autodenominado Partido Militarizado Comunista del Perú banda armada que secuestró a 32 trabajadores vinculados al proyecto de gas de Camisea, los ministros del Interior, Daniel Losada, y de Defensa, Alberto Otárola, se vieron obligados a renunciar a sus respectivos cargos. La acción se cometió en la zona del valle de los ríos Apurímac y Ene, y en la provincia de La Convención (Cusco).
La oposición política en el Congreso, que incluye a una numerosa bancada fujimorista (37/130), se unió en torno al pedido de interpelar y censurar a los referidos ministros. Señaló que no solo la “Operación Libertad” había sido un fracaso, sino que también el gobierno había difundido información falsa durante los días del secuestro. 
La infructuosa respuesta del Estado costó la muerte de ocho integrantes de las fuerzas del orden. La situación adquirió visos dramáticos cuando uno de los suboficiales de la Policía perdido en el enfrentamiento volvió al poblado de Kiteni por cuenta propia, herido, mientras que otro fue hallado muerto por su padre, quien fuera guiado hasta el lugar del hallazgo por dos personas de la etnia machiguenga. Mientras tanto, periodistas de tres medios de comunicación, adentrados en la zona, establecieron contacto con un núcleo de los secuestradores, a quienes entrevistaron y fotografiaron para después difundir sus notas a nivel nacional. 
El gobierno quedó descolocado, especialmente porque incluso el presidente Ollanta Humala había calificado la liberación de los secuestrados como una “victoria inobjetable”, siendo que, según todo parece indicar, se trató de una decisión unilateral probablemente a partir de algún tipo de “acuerdo económico” con la empresa extorsionada.
Así pues, las informaciones contradictorias sobre el operativo y la afirmación previa del exministro de Defensa referida a que se tenía “acordonados” a los secuestradores, hicieron políticamente insostenible la permanencia de ambos ministros en el gabinete.
El gobierno nombró a regañadientes a los nuevos ministros, en una decisión que resultó controversial sobre todo porque el nuevo ministro del Interior, general del Ejército en situación de retiro Wilber Calle, fue cuestionado debido a su firma de la “acta de sujeción” al gobierno de Alberto Fujimori, impuesta a decenas de militares por el entonces asesor Vladimiro Montesinos para dejar sentado su apoyo al autogolpe de abril de 1992 (13.3.1999) y en solidaridad con la amnistía que favoreció a militares sentenciados por violar los derechos humanos.
Debilitamiento del premier y leve descenso del presidente Ollanta Humala en las encuestas
El presidente del Consejo de Ministros, también general en situación en retiro, Óscar Valdés, salió muy debilitado de la crisis provocada por el secuestro, en especial porque los ministros renunciantes estaban directamente vinculados a él. El ministro del Interior incluso había sido su viceministro cuando él ocupó esa misma cartera los primeros meses del gobierno del presidente Humala. 
El nivel de aprobación a la gestión del premier Valdés según la más reciente encuesta nacional de Ipsos Apoyo (El Comercio, 20.5.2012) es solo de 22%. Su debilitamiento político tiene como efecto principal la reducción de su credibilidad y de la confianza en su gestión, lo que restringe su capacidad de maniobra en situaciones de conflicto como las que se están produciendo en zonas mineras del país. La encuesta nacional urbana de GFK (La República, 27.5.2012) aporta un dato relevante: 62% considera que el premier Óscar Valdés debió renunciar con Losada y Otárola.
El presidente Humala ha visto reducir la aprobación a su gestión en 5 puntos (56% a 51%), de acuerdo con Ipsos Apoyo. Según GFK descendió 3 puntos (52% a 49%); sin embargo, según esta misma encuesta la desaprobación se elevó de 38% a 44%, es decir, 6 puntos. 
 Conflictos sociales: la minería en el centro de la atención
Desde mediados del mes de mayo está teniendo lugar una intensa protesta de las comunidades campesinas y del municipio de la provincia de Espinar (Cusco), contra la empresa X-Strata (Tintaya Antapaccay), productora de cobre. Los movilizados reclaman contra contaminación de los ríos de la zona y demandan el aumento sustantivo de la participación de las comunidades en las utilidades que obtiene la empresa: de 3% a 30%. Esta demanda resulta exagerada en el contexto peruano; probablemente se trate de una estrategia de negociación para obtener un aumento significativo en relación con el porcentaje actual.
Cabe recordar que el “modelo” acordado entre la empresa y las comunidades desde el año 2003 está considerado como pionero en la minería peruana en cuanto a que, por encima del pago del impuesto a la renta, entrega el equivalente al mencionado 3% de las utilidades a un fondo de inversión para infraestructura en la zona del proyecto minero.
Las protestas se complicaron tanto que el gobierno declaró el estado de emergencia en Espinar. Se registraron cuatro muertos y 70 heridos heridos como producto de enfrentamientos entre las fuerzas del orden y las personas movilizadas. Paralelamente, las negociaciones entre los dirigentes locales —incluido el alcalde— y las autoridades del gobierno central, son tensas. Es más, por primera vez desde que funciona la mina se ha escuchado la petición de cierre. 
En Cajamarca, el proyecto Conga, de la empresa minera Yanacocha, de la que es socia mayoritaria la multinacional Newmont Mining Corporation, sigue provocando tensiones entre el gobierno central y la región, así como entre la propia población cajamarquina. Los opositores al proyecto, liderados por el presidente de la región Cajamarca, Gregorio Santos, acordaron un nuevo paro regional para el 31 de mayo[footnoteRef:20]. Mientras tanto, en la ciudad de Cajamarca un núcleo de pobladores que apoyan el proyecto acordó movilizarse el 29 de mayo, dos días antes del paro. [20:  El 31 de mayo se inicio la anunciada huelga indefinida contra el proyecto minero Conga. El lema principal de la actividad de protesta es "Conga no va". Durante el primer día se desarrollaron importantes movilizaciones, sobre todo en la ciudad de Cajamarca, que contaron con la participación de entre 10 y 15 mil personas. Ese mismo día hubo varios cortes de carretera: se cortó transitoriamente, por ejemplo, la vía de Cajamarca a la costa y de Cajamarca al asentamiento minero Conga. No hubo heridos ni muertos que lamentar. Resulta, eso sí, una incógnita la manera como continuará la protesta y sobre todo su desenlace.] 

Después del peritaje sobre aspectos vinculados al agua encargado por el gobierno actual, con referencia al estudio de impacto ambiental aprobado por el gobierno de Alan García en el 2010, la opinión de los opositores no ha cambiado sustantivamente. Esto, a pesar de que entre las sugerencias de los peritos están la multiplicación del aprovisionamiento de agua, la afectación de solo dos (de las cuatro) lagunas implicadas, y de la demanda del gobierno referida a que la empresa se comprometa a crear diez mil puestos de trabajo. La empresa ha respondido que evaluará la rentabilidad del proyecto tomando en cuenta las nuevas demandas; de no resultarle favorable, anuncia, se retirará a otros lugares del planeta que le ofrezcan mejores condiciones. Mientras tanto, un importante sector de la población, condicionada en buena medida por la desconfianza, persiste en la idea de que es mejor decirle “no” al proyecto que representa una inversión cercana a los 4.800 millones de dólares.
Elección del nuevo presidente del Congreso
Se han iniciado las negociaciones políticas en torno a la elección, en julio próximo, de la mesa directiva del Congreso de la República. El frente oficialista Gana Perú tiene una mayoría relativa de 48 parlamentarios y necesita aliarse con otras agrupaciones políticas —como Perú Posible, del expresidente Alejandro Toledo— para asegurarse una mayoría absoluta. Algunas bancadas opositoras, entre ellas la fujimorista, se han reunido, por el momento, en torno al congresista de Acción Popular Víctor Andrés García Belaúnde.
Para el gobierno del presidente Humala es crucial el control de la presidencia del Congreso, sobre todo frente al fraccionamiento político de la representación parlamentaria y la escasa institucionalidad de su propio partido. Por tal razón el sábado 26 de mayo hubo una prolongada reunión del presidente con Alejandro Toledo, no solo para acordar la conformación de la nueva mesa directiva sino también, según trascendió, para designar los cargos vacantes en instituciones importantes como el Banco Central de Reserva, el Consejo Nacional de la Magistratura, el Tribunal Constitucional y la Defensoría del Pueblo. 
Además, el gobierno necesita los votos de Perú Posible y de otras bancadas para aprobar la delegación de facultades legislativas a favor del poder ejecutivo con el fin de acordar una reforma tributaria que permita aumentar la presión tributaria entre 2 y 3% del producto bruto interno en los próximos cuatro años. 
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